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donde la falta de agua es un problema endémico obligar a poner un baño donde antes había un aseo, 
(...) es crear las condiciones para incentivar a los huéspedes a consumir más agua”.

Por su parte, la queja 24/1725 pedía directamente la interposición de un recurso de inconstituciona-
lidad contra el Decreto 24/1629 por considerar que incurría en determinados excesos regulatorios y era 
discriminatorio respecto de otras formas de alojamiento turístico.

Por el contrario, la queja 24/2163 planteaba su disconformidad con el Decreto 24/1725 y con los cambios 
efectuados en la normativa de propiedad horizontal que posibilitan prohibir por acuerdo de la comu-
nidad de propietarios los pisos turísticos, por entender que debía ampliarse esa posibilidad y disminuir 
las ratios requeridas para adoptar tales acuerdos.

El caso planteado en la queja 24/3936 no cuestionaba las normas aprobadas, sino las consecuencias de 
su puesta en práctica. En concreto, mostraba su indignación por haber sido cancelada la inscripción 
en el registro de viviendas de uso turístico de la Junta de Andalucía una de su titularidad ubicada en 
Cádiz, al haberlo así requerido el Ayuntamiento de Cádiz por no cumplir el requisito establecido por la 
normativa urbanística que prohíbe las viviendas turísticas en pisos ubicados en edificios que no estén 
destinados en su totalidad a ese uso. Entendía el promotor de la queja que la cancelación de oficio por 
la Junta de Andalucía le ocasionaba indefensión.

2.2.1.2.3. Gobernanza pública
Dentro de este epígrafe vamos a analizar cuestiones de muy diversa índole aunque unidas por el nexo 
común de constituir elementos claves para hacer realmente efectiva la idea de gobernanza pública 
entendida como una forma de gestionar democráticamente el ejercicio del poder.

Así, incluiremos en la dación de cuentas de este epígrafe una relación de aquellas quejas que exponen 
las problemáticas que se suscitan en el ámbito local en relación con el ejercicio por ayuntamientos 
y diputaciones de sus potestades de autogobierno y con el desarrollo de las competencias que les 
son propias.

También reseñaremos las quejas que denuncian incumplimientos por parte de las diferentes adminis-
traciones públicas de sus deberes de transparencia, tanto en su vertiente de transparencia activa, como 
en relación a la atención a las solicitudes de acceso a información que reciben.

Por últimos destacaremos aquellas cuestiones suscitadas en las quejas recibidas que ponen de manifies-
to las dificultades que presenta el proceso de transición digital en el que está inmerso actualmente la 
sociedad, con especial atención a las consecuencias que para el ejercicio de sus derechos por parte de 
la ciudadanía está teniendo la implantación del nuevo modelo de administración electrónica.

2.2.1.2.3.1. Gobernanza local
En relación con el gobierno de los Entes Locales son frecuentes las quejas que ponen en cuestión las 
prácticas realizadas por algunos responsables locales, por entender que coartan o cercenan los dere-
chos democráticos de sus vecinos o, particularmente, de quienes ejercen desde la oposición su labor 
de representantes vecinales en calidad de ediles.

A este respecto, y dentro de las prerrogativas de los representantes de los grupos político municipales 
se incluye el derecho, regulado en el artículo 27 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el 
que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades 
Locales, y que establece lo siguiente:
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“En la medida de las posibilidades funcionales de la organización administrativa de la entidad 
local, los diversos grupos políticos dispondrán en la sede de la misma de un despacho o local para 
reunirse de manera independiente y recibir visitas de ciudadanos, y el Presidente o el miembro 
de la Corporación responsable del área de régimen interior pondrá a su disposición una infraes-
tructura mínima de medios materiales y personales.”

Pese a lo dispuesto en esta norma es frecuente recibir quejas procedentes de grupos políticos situados 
en la oposición municipal denunciando la negativa del equipo de gobierno a facilitarles los oportu-
nos despachos.

Por regla general, cuando interpelamos a los correspondientes consistorios para conocer los motivos 
de tal negativa se nos responde aduciendo problemas de diversa índole como la falta de espacio o la 
carencias de espacios oportunos para estos fines.

Sin poner en duda la veracidad de estas motivaciones, lo cierto es que las respuestas recibidas no suelen 
parecernos suficientes por cuanto olvidan incluir tres cuestiones que para esta Institución son esencia-
les. La primera, el reconocimiento de la trascendencia que el respeto a este derecho tiene como parte 
integrante del derecho de representación política y participación en los asuntos públicos de la 
vecindad. La segunda, la adopción de un compromiso claro para adoptar medidas que, con la mayor 
celeridad posible, permitan hacer efectivo este derecho. Y la tercera, la inclusión de esta cuestión en el 
Reglamento Orgánico  previo acuerdo en el pleno municipal a fin de dejar establecidos los criterios para 
su aplicación por corporaciones futuras.

La falta de transparencia, las dificultades en 
el proceso de transicion digital o la falta de 

participación son causas de reclamaciones en la 
Defensoría

Esta insuficiencia en la respuesta recibida nos lleva a formular a las autoridades municipales la oportuna 
Resolución.

Tal ha sido el caso, a modo de ejemplo, de lo ocurrido en la queja 24/6951, en la que el representante de 
un grupo municipal en la oposición en un municipio de la Sierra de Huelva denunciaba la negativa del 
Equipo de Gobierno a facilitarle el despacho solicitado para ejercer su labor política.

El Ayuntamiento expuso la falta de espacio existente en el edificio municipal y señaló que estaban es-
tudiando la posibilidad de ampliar las dependencias municipales.

Entendiendo que esta respuesta, siendo válida, podía resultar insuficiente, hemos formulado al Consis-
torio una Resolución incluyendo lo siguiente:

RECOMENDACIÓN para que con la mayor brevedad posible se proceda a remover los obstáculos 
que impiden en ese municipio el ejercicio de los derechos que reconocen a los grupos políticos 
los artículos 27 y 28 del Real Decreto 2568/86, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Re-
glamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales. 

SUGERENCIA para que se adopte por los Órganos municipales de gobierno iniciativa normativa 
para la inclusión en el Reglamento Orgánico, o en la normativa de régimen interior existente, 
de una regulación acerca del alcance, contenido y requisitos de los derechos estatutarios de los 
grupos políticos. 

Otras cuestiones recurrentes en este ámbito son las quejas que denuncian incumplimientos por los 
gobiernos municipales de algunas de las normas que regulan el desarrollo de las reuniones de 
sus órganos de gobierno. Ya sea por la periodicidad de las convocatorias de sesiones plenarias; por la 
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determinación de los asuntos que conforman el orden del día; o por las incidencias habidas en el de-
sarrollo de las sesiones plenarias.

Este tipo de quejas e incidencias forman parte del normal juego democrático y únicamente motivan 
nuestra intervención cuando suponen un claro y flagrante incumplimiento de las reglas del juego 
democrático, impidiendo o menoscabando los derechos políticos de los representantes vecinales

Ejemplo de este tipo de quejas fueron la queja 24/1670, por falta de notificación de la convocatoria de un 
pleno a los concejales de un grupo político; 24/4232, por falta de regularidad de celebración de los plenos 
municipales; o la queja 24/1425, por disconformidad con el horario matinal de celebración de los plenos.

Una cuestión que viene suscitando nuestra preocupación es la falta de regulación del uso por las en-
tidades locales, especialmente los Ayuntamientos, de las redes sociales para todo tipo de fines, no 
solo puramente informativos, sino en ocasiones como vía de inicio para procedimientos administrativos 
de toda índole.

A este respecto del uso de las redes sociales, uno de los principales problemas se produce por la falta 
de claridad sobre el carácter público o privado de dichas redes, lo que induce con frecuencia a la 
confusión de la ciudadanía que no tiene claro si lo que aparece en una red social es una información 
pública, sujeta a las normas que regulan la actuación de las administraciones públicas o, por el contrario, 
es el resultado del uso por alguna persona de relevancia pública de sus redes sociales privadas, lo que 
lo excluiría del control administrativo.

Un ejemplo de lo que estamos comentando lo encontramos en la queja 24/2492, en la que un vecino 
de Cantoria (Almería) denunciaba que había sido bloqueado en el perfil de Facebook del ayuntamiento, 
sin que le explicaran los motivos para ello.

Solicitamos informe al Ayuntamiento pidiéndole que nos aclarase si el perfil de Facebook es un perfil 
oficial del Ayuntamiento y, en caso de ser así, nos informase si cuentan con normas especificas que 
regulen el uso de esta red social, indicando dónde están publicadas las mismas. Asimismo, le pedimos 
que diese respuesta a los escritos del interesado pidiendo explicaciones por el bloqueo y solicitando el 
restablecimiento de su acceso.

En el informe recibido, el Ayuntamiento nos traslada la naturaleza privada del perfil de Facebook deno-
minado “Ayuntamiento de Cantoria”, al haberse “adoptado por los componentes del actual Equipo de 
Gobierno como colectivo o grupo y no por la Institución Ayuntamiento de Cantoria”. 

Continúan trasladando que “el sentido del perfil de Facebook aludido es compartir aquellas acciones 
del Equipo de Gobierno que sus promotores estimen más adecuadas al tipo de conversación que se 
pretende mantener por esta vía con la ciudadanía”. 

Por tanto, concluyen, “no existen normas específicas aprobadas por el Pleno” al respecto de normas de 
conducta para que la ciudadanía sepa de manera previa las políticas de comunicaciones o comentarios. 

Por último, nos trasladan que “cuando en España una administración, institución o autoridad crea y usa 
una red social para hacer pública su actividad y facilitar la comunicación y participación ciudadanas, 
quien ha creado y/o gestiona ese perfil no puede discrecionalmente censurar determinados mensajes 
haciendo uso de una herramienta como el bloqueo, que sí podrá usar cualquier usuario privado, como 
es el caso que nos ocupa al tratarse de un perfil no institucional, sino privado, en una red privada y de 
un grupo privado que promociona su actividad al frente de una Institución”. 

Tras examinar el informe recibido, hemos considerado necesario trasladar una Resolución a este Ayun-
tamiento indicándole que, del análisis del perfil de Facebook en cuestión, esta Institución no puede 
sino deducir el carácter público y no privado del mismo.
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A este respecto, valoramos que la página web oficial del Ayuntamiento de Cantoria remite a este perfil 
de Facebook, tiene un enlace directo. Además, una vez se pincha en este enlace directo, observamos 
que la denominación del perfil en cuestión es “Ayuntamiento de Cantoria”, sin que en ningún momento 
se advierta del carácter privado del mismo. 

Por otro lado, comprobamos que las personas que han creado este perfil, lo han creado como ”Equipo 
de Gobierno”, debido al cargo público que ostentan dentro de la corporación municipal.

Además, por lo que se refiere a la información publicada, debemos decir que la misma no es en modo 
alguno de carácter privado. No parece ser la intención de este grupo comunicarse o compartir acciones 
llevadas a cabo de manera privada, en sus vidas particulares y esferas íntimas, sino más bien -como el 
Ayuntamiento traslada en su informe- difundir las acciones llevadas a cabo por razón de su cargo. De 
hecho, en este perfil de Facebook se comunican acciones, eventos y noticias de interés público para los 
habitantes de la localidad, incluyendo retransmisiones de Plenos en directo. 

Por todo ello, hemos trasladado al Ayuntamiento la siguiente Resolución:

RECOMENDACIÓN: El Ayuntamiento debe decidir entre la naturaleza pública o privada del perfil 
de Facebook denominado “Ayuntamiento de Cantoria”. 

SUGERENCIA: En caso de optar por la naturaleza pública del perfil objeto de la queja, aprobar 
mediante acuerdo plenario una normativa que, con carácter general, regule el contenido, la 
utilización, las finalidades y las normas de conducta para el uso institucional de las redes socia-
les. Dicha norma debe ser objeto de publicación en lugar claramente visible de la página web 
municipal

Creemos que este caso ejemplifica bien uno de los problemas generados por la falta de regulación de 
las redes sociales por parte de las Entidades Locales, aunque no es el único, ni siquiera el más relevan-
te, porque aún nos causa más preocupación la práctica, cada vez más común, de utilizar estas redes 
sociales o aplicaciones informáticas para relacionarse con la ciudadanía, no sólo a título informa-
tivo o a efectos de comunicación de cuestiones de interés municipal, sino como vía para el ejercicio de 
derechos por parte de la ciudadanía, como forma de inicio de procedimientos administrativos o para la 
comunicación de resoluciones administrativas.

Creemos que los beneficios que reportan estas redes sociales y estas aplicaciones como forma de agilizar 
la actuación administrativa y mejorar al comunicación con la ciudadanía, no debe llevarnos a olvidar la 
necesidad de respetar las formalidades del derecho administrativo, ya que las mismas no obedecen 
a meros caprichos de la persona que legisla, sino que son el medio para garantizar debidamente los 
derechos de las personas administradas y salvaguardar el interés público en la acción administrativa.

No pedimos que se suprima el uso de las redes sociales o las aplicaciones informáticas por parte 
de las Administraciones públicas; lo único que pedimos es una adecuada regulación de las mismas 
y la debida publicación de dichas normas.

2.2.1.2.3.2. Transparencia, participación 
ciudadana y protección de datos

Según la Recomendación del Consejo de la OCDE el Gobierno abierto es una cultura de gobernanza 
que promueve los principios de transparencia, integridad, rendición de cuentas y participación 
de las partes interesadas en apoyo de la democracia y el crecimiento inclusivo. 

Un acuerdo basado en el reconocimiento de que un “gobierno abierto es fundamental para generar 
confianza en los ciudadanos” y que “la participación de las partes interesadas mejora la rendición de 
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